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ACTA DE LA SESION EXTRAORDINARIA CELEBRADA POR EL AYUNTAMIENTO PLENO EL DIA 18 DE MAYO DE 2015.

	Sres. Asistentes:

Alcalde-Presidente:

D. Victoriano Herráiz Franco

Concejales:

D. José Luis García Serrano

D. Sergio Doménech Tomey

Dª Mª Carmen Sonia Rodríguez Viñas

D. José-María Abad Francés

Dª María Carmen Franco Marco

D. José Manuel Sarmiento García

D. Pascual Garcés Pérez


Dª. María Eva Romeo Longares 

Dª María Angeles Latorre Montesinos

Secretario General:
D. Sergio Diego García




	En el Municipio de La Almunia de Doña Godina, siendo las catorce horas del día dieciocho de mayo de dos mil quince, se reúnen en el Salón de Sesiones de la Casa Consistorial, bajo la Presidencia del Sr. D. Victoriano Herráiz Franco, el Ayuntamiento Pleno, con asistencia de los Sres. Concejales que se enumeran al margen para celebrar sesión extraordinaria.
No asisten los Sres. Pérez Valero, Moreno Artiaga y Latorre Martínez.

 La Corporación está asistida por el Sr. Secretario General, D. Sergio Diego García, que da fe del acto.

Asiste la Interventora Municipal Dª Rosario Labaila Sancho.

Una vez verificada por el Sr. Secretario la válida constitución del Pleno con la mayoría y requisitos formales exigibles, el Sr. Presidente abre la sesión,  procediendo a la deliberación sobre los asuntos incluidos en el siguiente 


ORDEN DEL DÍA

1.- PROPUESTA DE LA ALCALDIA DE INTERPOSICIÓN DE RECURSO DE CASACIÓN PARA LA UNIFICACIÓN DE DOCTRINA CONTRA LA SENTENCIA NÚM 233, DE FECHA 10 DE ABRIL DE DOS MIL QUINCE DE LA SALA DE LO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGÓN, QUE DESESTIMA EL RECURSO CONTENCIOS-ADMINISTRATIVO 232 DEL AÑO 2012, INTERPUESTO POR EL AYUNTAMIENTO DE LA ALMUNIA DE DOÑA GODINA CONTRA LA ORDEN DEL DEPARTAMENTO DE ECONOMÍA Y HACIENDA DEL GOBIERNO DE ARAGÓN DE 14 DE SEPTIEMBRE DE 2012, POR LA QUE SE DESESTIMÓ EL REQUERIMIENTO PREVIO A LA VÍA JUDICIAL CONTRA LA ORDEN DE 10 DE FEBRERO DE 2012 DEL MISMO DEPARTAMENTO, POR LA QUE SE DECLARÓ LA PÉRDIDA DEL DERECHO AL COBRO PARCIAL DEL IMPORTE DE LA SUBVENCIÓN CONCEDIDA AL AYUNTAMIENTO DE LA ALMUNIA DE DOÑA GODINA (ZARAGOZA) POR ORDEN DE 19 DE JULIO DE 2010.
Se procede a la lectura de la siguiente propuesta: 

“

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 29 de abril de 2015 ha sido notificada Sentencia núm.  233, de fecha 10 de abril de dos mil quince, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, que desestima el recurso contencioso-administrativo número 232 del año 2012, interpuesto por el Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina contra la Orden del Departamento de Economía y Hacienda del Gobierno de Aragón de 14 de septiembre de 2012, por la que se desestimó el requerimiento previo a la vía judicial contra la Orden de 10 de febrero de 2012 del mismo Departamento, por la que se declaró la pérdida del derecho al cobro parcial del importe de la subvención concedida al Ayuntamiento de la Almunia de Doña Godina (Zaragoza) por Orden de 19 de julio de 2010.  

Los hechos que dieron lugar al litigio indicado en el párrafo precedente son los siguientes:

PRIMERO.- Mediante escrito de la Alcaldía del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina de fecha 5 de mayo de 2010 se solicitó al Excmo. Sr. Consejero de Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Aragón la concesión de una subvención plurianual, con cargo al Fondo de Desarrollo Local de Aragón para la adaptación de locales que el Ayuntamiento dispone en la Sede de la Escuela Universitaria Politécnica (EUPLA), a fin de facilitar la instalación de la empresa denominada “AVANWARE”.

SEGUNDO.- Con fecha 10 de junio de 2010, y como complemento a la anterior solicitud de subvención, se remite a la Consejería Memoria Valorada de la actuación denominada “Acondicionamiento de Sala Planta Baja como Call Center”.

TERCERO.- El día 23 de junio de 2010 se formaliza protocolo por el Consejero de Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Aragón, el Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina, y el administrador único de la empresa TECKY, S.L. para el establecimiento por esta última de un Centro de Teleservicios “Call Center” en un espacio del nuevo centro de negocios ubicado el edificio de la EUPLA, estableciéndose como obligación del Gobierno de Aragón, la de financiar el 100% de las obras de acondicionamiento precisas para ello.

CUARTO.- Con fecha 20 de julio de 2010 tiene entrada en el Registro General del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina oficio del Jefe de Servicio de Promoción Económica del Departamento de Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Aragón, por el que se comunica la concesión de la subvención solicitada y se indica la necesidad de comunicar su aceptación en plazo de 10 días. Dicho escrito se acompañaba de la Orden del Consejero de Economía, Hacienda y Empleo de fecha 19 de julio de 2010 por la que se declaraba de interés público y social para Aragón la creación de infraestructura industrial en el municipio de La Almunia de Doña Godina y concedía al Ayuntamiento de este municipio una subvención a fondo perdido por importe de 250.000 €, equivalente al 100% sobre una inversión subvencionable de 250.000 €, para sufragar los gastos de acondicionamiento de un local municipal situado en la planta baja de la Escuela Universitaria Politécnica de La Almunia, C/Mayor s/n, donde se instalará una empresa de Call Center denominada “Avanware” con la siguiente distribución del gasto:

Anualidad

Subvención

Inversión 

%

2010


100.000,00

100.000,00

100

2011


150.000,00

150.000,00

100

QUINTO.- Mediante escrito remitido con fecha 10 de agosto de 2010 el Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina comunicó la aceptación de la subvención concedida.

SEXTO.- Con fecha 25 de noviembre de 2010 tiene entrada en el Registro General del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina oficio del Director General de Promoción Económica del Departamento de Economía, Hacienda y Empleo del Gobierno de Aragón por el comunica la prórroga del plazo de justificación de la subvención correspondiente al ejercicio 2010, concedida mediante Orden de 19 de julio de 2010.

SÉPTIMO.- Con fecha 10 de diciembre de 2010 se remite la documentación justificativa de la actuación subvencionada correspondiente a la anualidad 2010, por un importe total de 105.662,88, relativos al gasto ejecutado hasta la fecha de justificación.

OCTAVO.- Con fecha 30 de noviembre de 2011 se remite la documentación justificativa de la actuación subvencionada correspondiente al ejercicio 2011 por importe de 50.151.53 €.

NOVENO.- Con fecha 12 de diciembre de 2011, y como consecuencia del requerimiento formulado verbalmente desde la administración concedente, se complementa la documentación anterior mediante la remisión de algunos documentos originales.

DÉCIMO.- En el acto de comprobación material de la inversión que tuvo lugar el día 28 de diciembre de 2011, se detectó la omisión en la justificación presentada de la factura correspondiente a la adquisición de ordenadores. Por ello, con fecha 30 de diciembre de 2011, se presenta ampliación de la documentación justificativa correspondiente a esta inversión y por importe de 57.064,20 €. 

UNDÉCIMO.- Con fecha 24 de febrero de 2012 tiene entrada en el Registro General del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina escrito del Director General de Economía del Gobierno de Aragón, acompañado de Orden de 10 de febrero de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se declara la pérdida del derecho al cobro parcial de subvención concedida al Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina por Orden de 19 de julio de 2010.

DÉCIMO SEGUNDO.- La notificación de la resolución a que se refiere el párrafo anterior indica que ésta pone fin a la vía administrativa, de acuerdo con lo previsto en el artículo 54 del Texto Refundido de la Ley de Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, aprobado por Decreto Legislativo 2/2001, de 3 de julio, por lo que contra la misma se podrá interponer recurso contencioso-administrativo, de acuerdo con lo establecido en la Ley 29/1988, de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo correspondiente, en el plazo de dos meses. Con carácter potestativo podrá interponerse recurso de reposición ante el Consejero de Economía y Empleo en el plazo de un mes, según lo dispuesto en el artículo 58,3 del citado Texto Refundido.

DÉCIMO TERCERO.- Con fecha 7 de marzo de 2012 se interpone recurso potestativo de reposición contra la Orden precitada, frente a la Orden de 10 de febrero de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se declara la pérdida del derecho al cobro parcial de subvención concedida al Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina por Orden de 19 de julio de 2010, incluyendo las pretensiones siguientes:

- El reconocimiento como situación jurídica individualizada del derecho del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina al cobro de la totalidad de la subvención concedida, correspondiente a la totalidad de los gastos efectivamente efectuados, incluyendo la cantidad de 57.062,20 €, cuyo derecho al cobro ha sido declarado perdido por la Orden objeto de recurso.

-  Que la cantidad cuyo al cobro se declara en la resolución recurrida fuera incrementada no sólo en la cantidad de 57.062,20 €, cuyo derecho al cobro había sido declarado perdido por la Orden objeto de recurso, sino además en la de 5.662,88 €, correspondientes a gastos ejecutados y justificados en la anualidad 2010, y no abonados al exceder de la subvención concedida con cargo a dicha anualidad.

El recurso contenía solicitud de suspensión del acto recurrido, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 111 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo Común, con fundamento en los graves perjuicios que de la misma derivarían para la entidad municipal recurrente, habida cuenta de que la parte de la subvención cuyo derecho al cobro ha sido declarado perdido por la orden objeto de recurso, se correspondían con gastos efectivamente realizados, de modo que la falta de ingreso de los importes correspondientes podría poner en peligro la prestación de los servicios municipales obligatorios.

DECIMO CUARTO.- Con fecha 12 de abril de 2012 tiene entrada en el Registro General del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina, notificación de la Orden de 3 de abril de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se desestima la suspensión solicitada por el Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina, “sin perjuicio de la resolución que proceda en el recurso de reposición interpuesto”.

DÉCIMO QUINTO.- Por la Alcaldía-Presidencia mediante decreto nº 570 de fecha 27 de julio de 2012, resolvió interponer recurso contencioso-administrativo contra la Orden de 10 de febrero de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se declara la pérdida del derecho al cobro parcial de la subvención concedida al Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina por Orden de 19 de julio de 2010.

DECÍMO SEXTO.- Con fecha 21 de septiembre de 2012 tuvo entrada en el Registro General Municipal de Documentos (nº 2012-E-RC-3300), notificación de la Orden de 14 de septiembre de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se desestima el requerimiento previo a la vía judicial presentado por D. Victoriano Herráiz Franco, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina, contra la orden de 10 de febrero de 2012, del Consejero de Economía y Empleo, por la que se declara la pérdida del derecho al cobro parcial del importe de la subvención concedida al citado Ayuntamiento por Orden de 19 de Julio de 2012.

SEGUNDO.- La Sentencia referida en el punto anterior funda el fallo en los motivos siguientes:

A) Inaplicabilidad del principio de proporcionalidad: “A diferencia de lo que ocurría en el supuesto examinado por la sentencia de 6 de junio de 2007, reproducida antes parcialmente aquí, ni era notorio para la Administración concedente la realidad de la completa ejecución del objeto de la subvención, ni podemos hallar la causa del incumplimiento de los deberes formales que la Orden de concesión impone al beneficiario en causas ajenas a su voluntad.  En definitiva, el Ayuntamiento recurrente no justificó la totalidad de la inversión a fecha de 30 de noviembre de 2011, ni solicitó ampliación  de plazo de justificación a dicha fecha, sino con un mes de retraso, que es distinto.  No cabe aquí aplicación del principio de proporcionalidad, por consiguiente”.

B) Inaplicabilidad del requerimiento de subsanación previsto en el artículo 70. 3 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones. A juicio de la Sala este trámite está previsto únicamente para los supuestos en los que se hubiera solicitado la ampliación del plazo de justificación de la subvención: “Como tampoco puede ser invocado el artículo 70.3 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones en los términos y con el sentido e intención con que lo hace el recurrente, pues es claro que tal precepto contempla supuestos de ampliación de plazo de justificación, que no se da en el presente supuesto, teniendo sentido lo que se establece en dicho apartado en el contexto que se deduce del apartado primero del referido artículo 70”.

C) La ausencia de trámite de audiencia no determina la nulidad de pleno del acto impugnado. 

TERCERO.-   En la notificación de la sentencia se hace constar que  contra la misma cabe interponer recurso de casación para unificación de doctrina.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

A) De orden jurídico procesal

El recurso de casación para la unificación de doctrina se encuentra regulado en los artículos 96 a 99 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa. Este recurso procede contra las sentencias dictadas en única instancia por las Salas de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo, Audiencia Nacional y Tribunales Superiores de Justicia cuando, respecto a los mismos litigantes u otros diferentes en idéntica situación y, en mérito a hechos, fundamentos y pretensiones sustancialmente iguales, se hubiera llegado a pronunciamientos distintos en relación con otras sentencias dictadas por estos mismos órganos jurisdiccionales y resultase infringido el Derecho estatal o el comunitario europeo. La sentencia alegada como contradictoria ha de ser firme y anterior a la impugnada.

En este sentido se han encontrado dos sentencias contradictorias con la dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Aragón en el procedimiento de referencia.

1.- Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 5ª, Sentencia de 23 Oct. 2009, rec. 279/2007.

Esta sentencia analiza un supuesto en que un órgano de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cataluña concede una subvención a un Ayuntamiento. Posteriormente se dejó sin efecto la referida ayuda, por cuanto la recurrente no presentó en el plazo establecido la justificación correspondiente a la 2ª etapa prevista en las bases de la convocatoria.

El Ayuntamiento plantea recurso contencioso-administrativo contra la resolución autonómica indicada, al considerar que la falta de presentación en plazo de la justificación no es causa que determine la pérdida de la misma, cuando la actividad subvencionada ha sido realizada. 

Se observa, por tanto, que concurren en esta sentencia los requisitos establecidos en el artículo 96 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, dado que tanto en la sentencia contradictoria como en la notificada a esta Administración se trata un supuesto en los que la Administración Autonómica concede a la Administración Municipal una subvención y, posteriormente, deja sin efecto la ayuda ante la presentación tardía de la justificación correspondiente a la segunda anualidad. En ambos casos se persigue la anulación de las resoluciones que dejan sin efecto la concesión de la ayuda, al entender que la falta de justificación dentro del plazo establecido no ha de determinar esta consecuencia jurídica, dado Administración concedente debería haber formulado previamente requerimiento de acuerdo con lo previsto en el artículo 70, párrafo 3º del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio.

2.- Tribunal Superior de Justicia de Madrid, Sala de lo Contencioso-administrativo, Sección 8ª, Sentencia de 16 Jul. 2013, rec. 169/2012.

En este caso se impugna la resolución de la Dirección General de Cooperación Local de 8 de julio de 2011, por la que se resuelve procedimiento de reintegro de la subvención concedida al Consell Insular de Mallorca para la ejecución de obras incluidas en el Plan Insular de cooperación a las obras y servicios de competencia municipal, debido a la presentación tardía de parte de la documentación justificativa.

Si bien en este supuesto se trata de la exigencia de reintegro de una subvención ya abonada, mientras que en el resuelto por la sentencia analizada en este informe estamos ante la declaración de la pérdida del derecho al cobro, no por ello deja de existir la identidad exigida por el artículo 96 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa. Tanto el reintegro como la declaración de la pérdida del derecho al cobro de la subvención tienen idénticas causas y requieren de la tramitación del mismo procedimiento, de acuerdo con lo previsto en el artículo 89 del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones. En este procedimiento tiene como trámite preceptivo el requerimiento previo previsto en el artículo 70, párrafo 3º del mismo reglamento, cuya interpretación errónea constituye precisamente el fundamento del fallo contenido en la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón. 

En las dos sentencias citadas se alcanza una solución opuesta a la contenida en la Sentencia del TSJ de Aragón, anulando las resoluciones impugnadas, al entender que la presentación tardía de la documentación justificativa de la realización de las actuaciones subvencionadas no determina automáticamente la pérdida de la subvención concedida, sino que previamente la Administración concedente ha de formular el requerimiento previsto en el artículo 70, párrafo 3º del Reglamento de la Ley General de Subvenciones.

No consta que las resoluciones judiciales examinadas hayan sido revocadas o impugnadas por lo que, sin perjuicio de que haya de solicitarse la oportuna certificación se entiende que las mismas son firmes. 

A) De orden jurídico-sustantivo.

Como se ha indicado anteriormente la Sentencia núm.  233, de fecha 10 de abril de dos mil quince, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, resuelve el litigio planteado en sentido opuesto a las sentencias de contraste al entender que el artículo 70, párrafo 3º del Reglamento de la Ley General de Subvenciones resulta únicamente aplicable en los supuestos en los que el beneficiario hubiera solicitado la ampliación del plazo de justificación de la subvención y la entidad concedente lo hubiese concedido. 

Si bien es cierto que el artículo 70 del texto reglamentario precitado lleva por rúbrica “Ampliación del plazo de justificación”, resulta claro que el requerimiento previsto en su párrafo 3º resulta aplicable a cualesquiera supuestos de falta de presentación de la documentación justificativa, dada la generalidad con la que el precepto se expresa. Entender que en los supuestos ordinarios la falta de presentación de justificación dentro de plazo da lugar a la pérdida automática de la subvención concedida, mientras que en los supuestos en los que se hubiera ya concedido una previa ampliación de plazo ha de formular un requerimiento previo carece de cualquier sentido desde el punto de vista sistemático y finalista. 

El artículo 70.3 del Reglamento de la Ley General de Subvenciones no tiene otra finalidad sino recoger en materia de subvenciones el principio de subsanación consagrado con carácter general en el artículo 76 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y de Procedimiento Administrativo Común.

En cualquier caso, las dudas interpretativas que pudieran suscitarse en relación con la extensión del trámite de requerimiento previsto en el artículo 70, párrafo 3º del Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, quedan completamente resueltas por el artículo 90, párrafo 2º del mismo texto reglamentario, a cuyo tenor: “Artículo 92 Reintegro por incumplimiento de la obligación de justificación

1. Cuando transcurrido el plazo otorgado para la presentación de la justificación, ésta no se hubiera efectuado, se acordará el reintegro de la subvención, previo requerimiento establecido en el apartado 3 del artículo 70 de este Reglamento”.
Este procedimiento, con el preceptivo trámite de requerimiento previsto en el apartado 3º del artículo 70, resulta aplicable tanto en los supuestos de reintegro de subvenciones ya abonadas, como en los supuestos de pérdida del derecho al cobro de subvenciones concedidas pero no abonadas –como en el supuesto objeto del presente informe y en el resuelto por el Tribunal Superior de Justicia de Cataluña citada como contradictoria. Así resulta de lo dispuesto por el artículo 89, párrafo 2º del Reglamento de la Ley General de Subvenciones al determinar que la declaración de la pérdida del derecho de cobro de la subvención seguirá los trámites del procedimiento de reintegro.

De todo lo expuesto se puede concluir que la Orden de 10 de febrero de 2012 del mismo Departamento, por la que se declaró la pérdida del derecho al cobro parcial del importe de la subvención concedida al Ayuntamiento de la Almunia de Doña Godina (Zaragoza) por Orden de 19 de julio de 2010, incurre en contravención del ordenamiento jurídico, al haberse adoptado sin la previa formulación del preceptivo requerimiento previo previsto en el artículo 70, párrafo 3º del Reglamento de la Ley General de Subvenciones. 

Como se ha indicado anteriormente, este trámite y la persistencia en el incumplimiento de la obligación de justificación, son presupuesto para tanto para el reintegro de subvenciones concedidas y abonadas como para la declaración de la pérdida del derecho al cobro de subvenciones concedidas y aún no ingresadas. 

En la medida en que la citada resolución autonómica declara la pérdida del derecho al cobro de la subvención concedida sin concurrir los presupuestos normativamente establecidos para ello debería haber sido anulada. 

Concurren, por tanto, las condiciones precisas para la interposición de recurso de casación para la unificación de doctrina.

La competencia para acodar la interposición del recurso indicado corresponde al Ayuntamiento Pleno, de acuerdo con lo previsto en el artículo 22, párrafo 2º j) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local, en relación con el artículo 29.2 l) de la Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón.

Y, a la vista de los antecedentes y consideraciones jurídicas expuestas, el Ayuntamiento Pleno, por unanimidad, adopta el siguiente acuerdo:

PRIMERO.- Interponer recurso de casación para la unificación de doctrina contra la Sentencia núm.  233, de fecha 10 de abril de dos mil quince, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Aragón, que desestima el recurso contencioso-administrativo número 232 del año 2012, interpuesto por el Ayuntamiento de La Almunia de Doña Godina contra la Orden del Departamento de Economía y Hacienda del Gobierno de Aragón de 14 de septiembre de 2012, por la que se desestimó el requerimiento previo a la vía judicial contra la Orden de 10 de febrero de 2012 del mismo Departamento, por la que se declaró la pérdida del derecho al cobro parcial del importe de la subvención concedida al Ayuntamiento de la Almunia de Doña Godina (Zaragoza) por Orden de 19 de julio de 2010.  

SEGUNDO.- Facultar a la Alcaldía-Presidencia para la ejecución de cuantas actuaciones sean necesarias para la ejecución del presente acuerdo y, en particular para la designación de defensa letrada y representación procesal de este Ayuntamiento en el referido procedimiento judicial”. 
Por el Sr. Alcalde se solicita a este Secretario General que proceda a explicar el asunto.

Se somete a votación la propuesta siendo aprobada por unanimidad. 

No habiendo más asuntos que tratar, siendo las catorce horas y treinta minutos, la Presidencia levanta la sesión. Doy fe.

EL SECRETARIO GENERAL,

Fdo.: Sergio Diego García
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